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 N.° 057-2022-SUNASS-GG 
 
 

Lima, 18 de julio de 2022  
 

 
VISTO: 
 

                        El recurso de apelación interpuesto por el señor 
Roberto Carlos Sandoval Maza (Administrado) contra la Resolución de 
la Dirección de Sanciones Nro. 066-2022-SUNASS-DS. 

 
CONSIDERANDO: 

   
I. ANTECEDENTES 
 
1.1 Por Resolución Nro. 191-2021-SUNASS-DF1, la Dirección de Fiscalización 

(DF) de la Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento 
(Sunass) inició al Administrado un procedimiento administrativo 
sancionador (PAS) sustentado en la causal de impedimento para ser 
gerente general de EPS GRAU S.A (Empresa Prestadora) establecida en 
el inciso 72 del artículo 62 del Texto Único Ordenado del Reglamento de 
la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento3 
(TUO del Reglamento de la Ley Marco) por cuanto el Administrado sería 
parte de un proceso judicial laboral en trámite con la Empresa 
Prestadora. 
 
Esta conducta estaba tipificada como infracción en el numeral 65 del ítem 
L del Anexo 4 del Reglamento General de Supervisión, Fiscalización y 
Sanción (RGSFS). 

 
1.2 A través de un escrito S/N el Administrado presentó sus descargos al 

PAS. 
 

 
1 Notificada el 14.10.2021. 
2 “7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los 
siguientes casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora o el 
Ministerio Público”.  
3 Aprobado por Decreto Supremo N.° 016-2021-VIVIENDA publicado el 28.8.2021. 
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1.3 Mediante la Resolución nro. 067-2021-SUNASS-CD, publicada el 
3.12.2021, el Consejo Directivo de la Sunass realizó modificaciones al 
RGSFS4, entre ellas, cambió el nombre del reglamento (ahora Reglamento 
General de Fiscalización y Sanción-RGFS) y derogó el numeral 65 del ítem 
L del anexo 4 porque la conducta recogida en este numeral está ahora 
comprendida en el numeral 64 del ítem L del anexo 4 (no cumplir los 
requisitos del cargo de gerente general previstos en el Reglamento de la 
Ley Marco). 

 
La derogación en cuestión obedece a la modificación del artículo 69 del 
TUO del Reglamento de la Ley Marco que agregó como un requisito del 
cargo de gerente general no estar incurso en ninguno de los impedimentos 
previstos en el artículo 62 del TUO del Reglamento de la Ley Marco: 
 
“69.3. Para ser designado Gerente general, se requiere como mínimo:  
(…)  
4. No estar incurso en ninguno de los impedimentos señalados en el 
artículo 62 del presente Reglamento. (…)”. 
 

1.4 Con la Resolución nro. 0231-2021-SUNASS-DF la DF comunicó al 
Administrado la adecuación de la tipificación de la conducta infractora, 
precisándole que los hechos imputados están ahora encuadrados en la 
infracción tipificada en el numeral 64 del ítem L del anexo 4 del RGFS 
referida a “No cumplir con los requisitos para el cargo, establecidos en el 
Reglamento de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de 
Saneamiento”. 

 
1.5 Por el escrito S/N5 el Administrado presentó información adicional. 

 
1.6 Con Oficio nro. 095-2022-SUNASS-DS6, la Dirección de Sanciones (DS) 

trasladó al Administrado el informe final de instrucción nro. 264-2022-
SUNASS-DF-F y el Memorándum nro. 263-2022-SUNASS-DF para que 
exponga lo que considere conveniente a sus intereses en un plazo máximo 
de 5 días hábiles. 

 

 
4 Aprobado con la Resolución nro. 003-2007-SUNASS-CD y modificatorias. 
5 Recibido por la Sunass el 3.2.2022. 
6 Notificado al Administrado el 13.4.2022. 
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1.7 Mediante el Oficio nro. 341-2022-EPS GRAU S.A.-190-10015, el 
Administrado remitió su respuesta al informe final de instrucción nro. 
264-2022-SUNASS-DF-F. 

 
1.8 Con la Resolución Nro. 066-2022-SUNASS-DS7 (Resolución 066), la DS 

declaró responsable al Administrado de la comisión de la infracción 
tipificada en el numeral 64 del ítem L del anexo 4 del RGFS porque no 
cumple el requisito del numeral 4 del párrafo 69.3 del artículo 69 del TUO 
del Reglamento de la Ley Marco ya que está incurso en la causal de 
impedimento establecida en el inciso 7 del artículo 628 del mencionado 
reglamento por ser parte de un proceso judicial en trámite en contra de la 
Empresa Prestadora. 
 
Asimismo, la DS ordenó la remoción del cargo de gerente general de la 
Empresa Prestadora, así como la inscripción de dicha resolución en el 
registro de personas jurídicas de la oficina registral correspondiente. 

 
1.9 Con escrito S/N9, el Administrado presentó un medio impugnativo contra 

la Resolución 066. Sus principales argumentos son los siguientes:  
 
a) “No es del caso que su Despacho se detenga a revisar si tal 

coincidencia temporal (es decir, ser Gerente de una EPS y al mismo 
tiempo sujeto procesal en contra de la misma EPS) está prohibida 
por el marco jurídico sectorial, sino preguntarse, si tal impedimento 
resulta compatible con los derechos que nos garantiza, sin 
restricciones y distingo de ninguna especie el propio texto 
constitucional”. 

 
b) A juicio del Administrado, la Resolución 066 sería nula porque 

habría vulnerado el principio de legalidad y el sistema de fuentes 
previstos en la Ley N.° 27444, así como el artículo 51 de la 
Constitución Política que establece el principio de supremacía 
normativa de la Constitución. 

 
7 Notificada al Administrado el 27.5.2022. 
8 “Artículo 62.- Impedimentos para ser director 
    (…) 
    7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los    

siguientes casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora 
o el Ministerio Público”. 

9 Recibido por la Sunass el 3.6.2022.  
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c) El Administrado opina que el ejercicio de la potestad punitiva de la 
Sunass no puede limitarse solo a la verificación de las normas 
sectoriales, sino que debe cerciorarse que la aplicación de estas no 
lesione derechos fundamentales como en su caso: el acceso a la 
tutela jurisdiccional efectiva, el derecho al trabajo, igualdad ante la 
ley y a no ser discriminado. 

 
d) El Administrado asevera que la Resolución 066 y el presente PAS 

devienen en nulos porque está en trámite el proceso constitucional 
de cumplimiento (Expediente nro. 01946-2021-0-2001-JR-CI-04 del 
Cuarto Juzgado Civil de Piura), lo que provocaría la imposibilidad de 
avocarse ante causa pendiente ante el órgano jurisdiccional, de 
acuerdo con la Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 
e) En opinión del Administrado, el proceso judicial de cumplimiento 

versa sobre los mismos hechos de este PAS, lo que determinaría la 
imposibilidad formal de la primera instancia de sancionarlo porque 
ninguna autoridad puede avocarse a conocer causa pendiente ante 
el Poder Judicial. 

 
f) El Administrado sostiene que la infracción por la cual fue 

sancionado se cometió el 20 de enero de 2011 (fecha en la que inicia 
el proceso judicial10 contra la Empresa Prestadora por beneficios 
laborales), por lo que considera que este PAS nació nulo porque se 
habría iniciado 6 años y 8 meses después de haber prescrito la 
potestad sancionadora. 

 
Como nueva prueba el Administrado ofreció lo siguiente: 

 
1) Escrito presentado el 5.5.2022 ante el Primer Juzgado Laboral 

de Piura-Expediente nro. 00305-2011-0-2001-JR-LA-01.  
2) Constancia de recepción del Primer Juzgado Laboral de Piura 

emitida el 9.5.2022. 
 
Con estos documentos el Administrado pretende probar la 
desaparición del impedimento para ejercer el cargo de 
gerente general, por lo que entiende debe archivarse el 
presente PAS. 

 
10 Lo inicia ante el Primer Juzgado Laboral Transitorio de la Corte Superior de Justicia de Piura. 
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Finalmente, el Administrado solicitó la suspensión de la ejecución de la 
Resolución 066 hasta que se agote la vía administrativa y presentó 
documentación para justificar su pedido. Además, requirió hacer uso de la 
palabra. 

 
1.10 A través del Memorándum nro. 111-2022-SUNASS-DS del 6.6.2022 la DS 

calificó el escrito presentado por el Administrado como uno de apelación 
y lo elevó a la segunda instancia. 
 

1.11 Con el Oficio nro. 150-2022-SUNASS-DS 11  la DS comunicó al 
Administrado que su recurso administrativo del 3.6.2022 fue calificado 
como uno de apelación y fue elevado a la Gerencia General como segunda 
instancia. 
 

1.12 Mediante Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG 12  la Gerencia General 
comunicó al Administrado fecha y hora para la realización del informe 
oral. 

 
1.13 Por documento S/N 13  el Administrado solicitó la nulidad del Oficio        

nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás actuados bajo el argumento que él 
interpuso un recurso de reconsideración y no uno de apelación, por lo que 
opinaba que la segunda instancia debía abstenerse de conocer el recurso 
y devolverlo a la primera instancia para que se pronuncie sobre el 
particular. 

 
Asimismo, requirió la suspensión del informe oral. No obstante, en el 
primer otrosí de su escrito acredita a su abogado para que haga uso de la 
palabra e informe oralmente sobre sus alegatos de defensa. 

 
Adicionalmente, el Administrado señaló que requirió el uso de la palabra 
ante la DS mediante su escrito del 22.4.2022, pero no se le concedió.  

 
1.14 Con fecha 15 de julio se llevó a cabo la reunión virtual en la que participó 

el Administrado y su abogado quien hizo uso de la palabra e informó 
oralmente respecto del escrito con el cual solicitó la nulidad del Oficio        

 
11 Notificado al Administrado el 4.7.2022. 
12 Notificado al Administrado el 11.7.2022. 
13 Presentado a la Sunass el 13.7.2022. 
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nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás actuados. Asimismo, el letrado 
requirió la nulidad del informe oral que él mismo estaba realizando. 

 
En la misma fecha, el Administrado presentó un escrito solicitando que 
se le entregue una copia de la grabación del informe oral a fin de elaborar 
sus alegatos de defensa. 

 
1.15 Mediante Informe Nro. 038-2022-SUNASS-OAJ, la Oficina de Asesoría 

Jurídica recomendó a esta Gerencia declarar infundado el recurso de 
apelación del Administrado. 
 

II. CUESTIONES A DETERMINAR 
 

2.1 Si la calificación del recurso administrativo como uno de apelación se 
ajusta a lo dispuesto en el marco normativo vigente. 

 
2.2 En caso de ser afirmativa la respuesta, si el recurso de apelación es 

fundado o no. 
 

III. ANÁLISIS 
 
Calificación del recurso administrativo 

 
3.1 El artículo 11 del Texto Único Ordenado de la Ley Nro. 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General (TUO de LPAG) señala que: 
 

“Artículo 11.- Instancia competente para declarar la nulidad 
 
11.1 Los administrados plantean la nulidad de los actos 
administrativos que les conciernan por medio de los recursos 
administrativos previstos en el Título III Capítulo II de la presente 
Ley.  
11.2 La nulidad de oficio será conocida y declarada por la 
autoridad superior de quien dictó el acto. Si se tratara de un 
acto dictado por una autoridad que no está sometida a subordinación 
jerárquica, la nulidad se declarará por resolución de la misma 
autoridad.  
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La nulidad planteada por medio de un recurso de reconsideración o 
de apelación será conocida y declarada por la autoridad competente 
para resolverlo. 
(…)” 
(Subrayado y resaltado agregado). 

 
3.2 De otro lado, los artículos 219 y 220 del TUO de LPAG establecen las 

características de un recurso de reconsideración y otro de apelación como 
se aprecia a continuación: 
 

Artículo 219.- Recurso de reconsideración  
El recurso de reconsideración se interpondrá ante el mismo órgano 
que dictó el primer acto que es materia de la impugnación y deberá 
sustentarse en nueva prueba. En los casos de actos administrativos 
emitidos por órganos que constituyen única instancia no se requiere 
nueva prueba. Este recurso es opcional y su no interposición no 
impide el ejercicio del recurso de apelación 
 
Artículo 220.- Recurso de apelación 
El recurso de apelación se interpondrá cuando la impugnación se 
sustente en diferente interpretación de las pruebas producidas o 
cuando se trate de cuestiones de puro derecho, debiendo dirigirse 
a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que 
eleve lo actuado al superior jerárquico. (Subrayado y resaltado 
agregado). 

 
3.3 De los mencionados dispositivos se aprecia que la LPAG establece de 

forma clara e inequívoca que la nulidad de un acto administrativo solo 
puede ser conocida y declarada por el superior jerárquico cuando 
existen dos instancias en la tramitación del procedimiento, por lo que el 
recurso administrativo pertinente para plantear esta pretensión es el 
recurso de apelación. 
 

3.4 Según el artículo 39 del RGFS, el presente PAS tiene dos instancias: la 
primera es la DS y la segunda, la Gerencia General. 
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3.5 Ahora, del examen del medio impugnativo se verifica que si bien el 
Administrado lo denomina “recurso de reconsideración” y en el petitorio 
y conclusión del escrito solicita la revocación de la Resolución 066, lo 
cierto es que en su fundamentación indica expresamente que pretende la 
nulidad de este acto administrativo y sus alegatos son cuestiones de puro 
derecho. 

 
3.6 Con relación a los dos documentos que el Administrado ofrece como 

nuevas pruebas para sustentar que su impugnación tiene el carácter de 
un recurso de reconsideración, se advierte que aquellos se refieren a la 
constancia de haber ingresado al Poder Judicial un escrito mediante el cual 
comunica su desistimiento del proceso que tiene contra la Empresa 
Prestadora y solicita su archivo. 

 
3.7 Sin embargo, estos documentos no califican como nueva prueba porque 

no demuestran un hecho nuevo que justifique que la primera instancia 
reevalúe su decisión ya que la sola presentación de estos no modifica el 
estado del proceso judicial, el cual a la fecha continúa en trámite, situación 
que ya era de conocimiento de la primera instancia y que fue valorado por 
ella al momento de emitir su pronunciamiento. 

 
3.8 En efecto, de la revisión de la página “Consulta de Expedientes Judiciales” 

del Poder Judicial se advierte que el Juzgado de Trabajo Supraprovincial 
Transitorio ha desaprobado el desistimiento del Administrado 
ordenando la continuación del proceso según su estado de ejecución, 
conforme se aprecia a continuación: 

 

 
 

3.9 Por lo tanto, el recurso administrativo planteado por el Administrado 
reúne notoriamente las características de un recurso de apelación porque 
su pretensión de nulidad únicamente puede ser declarada por el superior 
jerárquico que es la Gerencia General (segunda instancia del PAS) y este 
recurso trata de cuestiones de puro derecho. 
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3.10 Al respecto, el artículo 22314 del TUO de LPAG señala que el error en la 
calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo 
para su tramitación siempre que del escrito se deduzca su verdadero 
carácter. 

 
3.11 Asimismo, el artículo 86 del TUO de LPAG establece los deberes de las 

autoridades administrativas, uno de ellos es “Encauzar de oficio el 
procedimiento, cuando advierta cualquier error u omisión de los 
administrados”. 

 
3.12 Por consiguiente, la definición de un recurso administrativo no lo 

determina la denominación que le dé el administrado, sino su naturaleza 
jurídica, por tal razón la LPAG impone a las autoridades administrativas 
la obligación de encauzar de oficio el procedimiento y subsanar la 
calificación errónea del administrado siempre que del medio impugnativo 
se deduzca su verdadero carácter. 
 

3.13 En consecuencia, al haber el Administrado definido equivocadamente su 
recurso administrativo, se concluye que la DS actuó correctamente al 
calificarlo como un recurso de apelación y elevarlo a la Gerencia General 
porque esta es la instancia competente para conocerlo y resolverlo de 
acuerdo con el TUO de LPAG, sin que se verifique vulneración del derecho 
de defensa del Administrado. 

 
3.14 Por lo tanto, se desvirtúan los argumentos del Administrado que 

cuestionan la calificación de su medio impugnativo, así como la 
competencia de este despacho para resolverlo. 

 
3.15  Con relación al pedido de nulidad del Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG y 

demás actuados, así como del acto de informe oral realizado el 15.7.2022, 
se precisa que el párrafo 217.2 del artículo 217 del TUO de LPAG indica 
que “Sólo son impugnables los actos definitivos que ponen fin a la 
instancia y los actos de trámite que determinen la imposibilidad de 
continuar el procedimiento o produzcan indefensión”. 

 

 
14 “Artículo 223.- Error en la calificación  
El error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación 
siempre que del escrito se deduzca su verdadero carácter”. 
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3.16 Como se nota el Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG no es un acto definitivo 
que pone fin a la instancia, sino que es un acto de trámite pero que no 
determina la imposibilidad de continuar el procedimiento ni mucho menos 
produce indefensión; por el contrario, justamente en resguardo del 
derecho de defensa del Administrado se le concedió el uso de la palabra. 

 
3.17 Del mismo modo, el acto de informe oral realizado el 15.7.2022 no reúne 

ninguna de las condiciones previstas en el citado párrafo 217.2 del TUO 
de LPAG; por el contrario, su materialización pone de manifiesto el 
irrestricto respeto al derecho de defensa del Administrado. 

 
3.18 Adicionalmente, tratándose de un acto solicitado por el propio 

Administrado la vía idónea para que no se concrete la audiencia oral era 
la presentación del desistimiento respectivo; sin embargo, este no lo hizo, 
por lo que resulta incongruente que el Administrado y su abogado pidan 
la nulidad de una actuación que ellos mismos solicitaron y participaron con 
el uso de la palabra por parte del abogado. 

 
3.19 En ese orden de ideas, se ha convalidado la validez de la audiencia oral 

en el supuesto negado que se hubiera incurrido en algún vicio de validez. 
Además, es evidente que el Administrado y su abogado están realizando 
actuaciones que contradicen sus propios actos anteriores 15 , lo cual 
contraviene el principio de buena fe procedimental previsto en el numeral 
1.8 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de LPAG. 

 
3.20 Por consiguiente, corresponde rechazar de plano el pedido de nulidad del 

Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás actuados, así como del acto del 
informe oral efectuado el 15.7.2022. 
 
 
 
 
 

 
15 El Administrado incurre en notorias contradicciones en su escrito del 13 de julio porque primero 
solicitó la suspensión de la audiencia, pero en el primer otrosí acreditó a su abogado para participar de 
aquella. 
Ahora, el día programado para llevar a cabo la audiencia en cuestión se presentaron tanto el 
Administrado como su abogado y este último hizo uso de la palabra e informó oralmente el contenido 
de su escrito del 13 de julio y en ese mismo acto solicitó la nulidad del informe oral que él mismo estaba 
realizando. 
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Análisis de fondo 
 

3.21 El Administrado sustenta su pedido de nulidad de la Resolución 066 
en los siguientes puntos: 

 
i) La primera instancia habría vulnerado derechos constitucionales 

como el acceso a la tutela judicial efectiva, derecho al trabajo, 
igualdad ante la ley y a no ser discriminado. 

ii) La primera instancia se habría avocado al conocimiento de una 
causa pendiente ante el Poder Judicial. 

iii) La potestad de la Sunass para sancionarlo habría prescrito. 
 

3.22 Asimismo, en el escrito de fecha 13.7.2022 el Administrado menciona 
que requirió el uso de la palabra ante la primera instancia, pero no fue 
aceptado, por lo que considera que la DS habría vulnerado su derecho a 
la defensa y debido procedimiento. 
 

3.23 Por lo tanto, esta instancia emitirá su pronunciamiento respecto de estas 
cuestiones materia de impugnación. 

 
Sobre la supuesta vulneración de derechos constitucionales 

 
3.24 La DS sancionó al Administrado con la orden de remoción porque este 

incumple uno de los requisitos exigidos para ser gerente general de la 
Empresa Prestadora según lo establecido en el inciso 4 del numeral 
69.3 del artículo 6316  del TUO del Reglamento de la Ley Marco, por 
encontrarse incurso en una de las causales de impedimento establecidas 
en el inciso 7 del artículo 6217 de dicha norma referida a ser parte de un 
proceso judicial en trámite en contra de la Empresa Prestadora. 

 
16 “Artículo 69: Gerente general 
      (…) 
     69.3. Para ser designado Gerente general, se requiere como mínimo:  
     (…)  
     4. No estar incurso en ninguno de los impedimentos señalados en el artículo 62 del presente 
Reglamento. 
     (…)”. 
17 “Artículo 62.- Impedimentos para ser director 
    (…) 
    7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los    

siguientes casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora 
o el Ministerio Público”. 
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3.25 Por su parte, el Administrado en su recurso de apelación no refuta los 
hechos por los que fue sancionado. Lo que este pretende es que la 
Sunass efectúe un control difuso de constitucionalidad e inaplique el 
marco normativo que la obliga a ejercer su potestad sancionadora bajo la 
justificación de que la sanción de remoción colisionaría con derechos 
constitucionales como el acceso a la tutela judicial efectiva, derecho al 
trabajo, igualdad ante la ley y a no ser discriminado. 

 
3.26 Este pedido de abstención del ejercicio de la potestad sancionadora de la 

Sunass vulnera el artículo 7418 del TUO de LPAG que establece el carácter 
inalienable de la competencia administrativa, por lo que prescribe la 
nulidad de todo acto administrativo que contemple la renuncia a la 
titularidad o la abstención del ejercicio de atribuciones conferidas a algún 
órgano administrativo. Además, señala que solo por ley o mediante 
mandato judicial expreso, en un caso concreto, puede ser exigible a una 
autoridad no ejercer alguna atribución administrativa de su competencia.  

 
3.27 En concordancia con lo anterior, el artículo 7619 del TUO de LPAG señala 

que el ejercicio de la competencia es una obligación directa del órgano 
administrativo que la tenga atribuida como propia. 

 
3.28 En el presente caso, el artículo 79 del Texto Único Ordenado del Decreto 

Legislativo N.° 1280 que aprueba la Ley Marco de la Gestión y Prestación 
de los Servicios de Saneamiento (TUO de la Ley Marco) ha otorgado a la 
Sunass potestad sancionadora respecto de los gerentes generales de 
dichas empresas prestadoras y la ha facultado a tipificar las infracciones y 

 
18 “Artículo 74.- Carácter inalienable de la competencia administrativa 
74.1 Es nulo todo acto administrativo o contrato que contemple la renuncia a la titularidad, o la abstención 
del ejercicio de las atribuciones conferidas a algún órgano administrativo.  
74.2 Solo por ley o mediante mandato judicial expreso, en un caso concreto, puede ser exigible a una 
autoridad no ejercer alguna atribución administrativa de su competencia. 
 74.3 La demora o negligencia en el ejercicio de la competencia o su no ejercicio cuando ello corresponda, 
constituye falta disciplinaria imputable a la autoridad respectiva.  
74.4 Las entidades o sus funcionarios no pueden dejar de cumplir con la tramitación de procedimientos 
administrativos, conforme a lo normado en la presente Ley. Todo acto en contra es nulo de pleno 
derecho”. 
19 “Artículo 76.- Ejercicio de la competencia  
76.1 El ejercicio de la competencia es una obligación directa del órgano administrativo que la tenga 
atribuida como propia, salvo el cambio de competencia por motivos de delegación o evocación, según lo 
previsto en esta Ley. 
(…)”. 
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a imponer a dichas personas como sanción la orden de remoción con el 
fin de tutelar los bienes jurídicos del sector saneamiento. 

 
3.29 Por tanto, dado que en presente caso no hay una ley ni un mandato 

judicial expreso que le ordene a la DS no ejercer su competencia 
sancionadora, esta tenía la obligación de sancionar al Administrado con 
la orden de remoción al constatar la comisión de la infracción 
administrativa tipificada en el numeral 64 del ítem L del anexo 4 del RGFS 
(no cumplir los requisitos para el cargo de gerente general), en estricto 
cumplimiento de los artículos 74 y 76 del TUO de LPAG. 

 
3.30 Con relación al pedido de control difuso de constitucionalidad se precisa 

que la Administración Pública no tiene atribuida expresamente dicha 
facultad porque esta se encuentra reservada a los órganos revestidos de 
potestad jurisdiccional para revisar la constitucionalidad de las normas, de 
acuerdo con el artículo 138 de la Constitución Política del Perú.  

 
3.31 Sobre el particular, el Tribunal Constitucional 20  ha señalado que la 

potestad de ejercer control difuso “solo se encuentra reservada para 
aquellos órganos constitucionales que, como el Poder Judicial, el Jurado 
Nacional de Elecciones o el propio Tribunal Constitucional, ejercen 
funciones jurisdiccionales en las materias que les corresponden y no para 
los órganos de naturaleza o competencias eminentemente administrativa”. 

 
3.32 En ese orden de ideas y en aplicación del principio de legalidad previsto 

en el TUO de LPAG que ordena a las entidades públicas a actuar dentro 
del ámbito dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo 
con los fines para los que les fueron conferidas, queda claro que no 
compete a la Sunass efectuar el control de constitucionalidad que el 
Administrado propone. 

 
3.33 Por lo expuesto, se descarta este alegato del Administrado no solo 

porque carece de amparo legal sino porque además vulnera el sistema 
jurídico vigente. 

 
Respecto del supuesto avocamiento al conocimiento de una causa 
pendiente ante el Poder Judicial 

 
 

20 Sentencia emitida en el exp. Nro. 04293-2012-PA/TC. 
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3.34 El Administrado sostiene que la primera instancia al emitir la 
Resolución 066 se habría avocado al conocimiento de una causa 
pendiente ante el Poder Judicial porque está en trámite una demanda 
constitucional de cumplimiento ante el Cuarto Juzgado Civil de Piura que 
trataría sobre el mismo objeto del presente PAS que es la remoción por 
estar incurso en el impedimento legal previsto en el numeral 7 del artículo 
62 del TUO del Reglamento de la Ley Marco. 
 

3.35 Sobre los conflictos con la función jurisdiccional, el párrafo 75.2 del artículo 
75 21  del TUO de LPAG indica que la autoridad competente para la 
resolución del procedimiento podrá determinar su inhibición hasta que el 
órgano jurisdiccional resuelva el litigio solo cuando estime que existe 
identidad de sujetos, hechos y fundamentos. 

 
3.36 El proceso judicial que alude el Administrado es el que se tramita ante 

el Cuarto Juzgado Civil de Piura (Exp. 01946-2021-0-2001-JR-CI-04).  
 

1. Las partes en este proceso constitucional de cumplimiento son: 
 

a) Demandante: Oscar Germán Quezada Merodio. 
b) Demandados: funcionarios públicos de la Sunass (Irina 

Palomino Tavara e Iván Lucich). 
c) Litisconsorte necesario: Administrado. 

 
2. Los hechos: El demandante inicia el proceso de cumplimiento 

para que los demandados cumplan con ejecutar lo normado en el 
literal d) del artículo 3 de la Ley N.° 27332 (función fiscalizadora y 
sancionadora), artículo 79 de la Ley Marco (designación y 
remoción de gerente), inciso 7) del artículo 62 del Decreto 
Supremo N.° 016-2021 (prohibiciones para ser directores), inciso 
5) del artículo 161 de la Ley N.° 76887, y consecuentemente se 
destituya al Administrado del cargo de gerente general de la 
Empresa Prestadora por estar inmerso en el presunto delito de 
aceptación indebida del cargo. 

 
21 Artículo 75.- Conflicto con la función jurisdiccional 
(…) 
75.2 Recibida la comunicación, y sólo si estima que existe estricta identidad de sujetos, hechos y 
fundamentos, la autoridad competente para la resolución del procedimiento podrá determinar su 
inhibición hasta que el órgano jurisdiccional resuelva el litigio. 
(…)”. 
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3. Fundamentos: El proceso de cumplimiento tiene por objeto que 

un juez ordene a las autoridades administrativas o funcionario 
público que cumpla los mandatos que emanan de una norma de 
rango legal o reglamentario, así como de los actos administrativos. 

 
3.37 El presente PAS se inicia de oficio y es de naturaleza administrativa.  

 
1. Las partes son: la Sunass y el Administrado. 
2. Los hechos: el Administrado incumple uno de los requisitos 

exigidos para ser gerente general de la Empresa Prestadora 
según lo establecido en el inciso 4 del numeral 69.3 del artículo 
6322 del TUO del Reglamento de la Ley Marco, por encontrarse 
incurso en una de las causales de impedimento establecidas en el 
inciso 7 del artículo 6223 de dicha norma referida a ser parte de un 
proceso judicial en trámite en contra de la Empresa Prestadora. 
 

3. Fundamentos: la conducta descrita está tipificada como 
infracción administrativa en el numeral 64 del ítem L del anexo 4 
del RGFS (no cumplir los requisitos para el cargo de gerente 
general previstos en el Reglamento de la Ley Marco) y lleva 
aparejada como sanción la orden de remoción. 

 
De acuerdo con el artículo 79 del TUO de la Ley Marco, la Sunass 
tiene atribuida la potestad sancionadora sobre los gerentes 
generales de las empresas prestadoras públicas de accionariado 
municipal que cometan infracciones administrativas, por lo que 
este organismo regulador está obligado a ejercerla mediante el 
inicio, instrucción y resolución de la tramitación del PAS.  

 
22 “Artículo 69: Gerente general 
      (…) 
     69.3. Para ser designado Gerente general, se requiere como mínimo:  
     (…)  
     4. No estar incurso en ninguno de los impedimentos señalados en el artículo 62 del presente 
Reglamento. 
     (…)”. 
23 “Artículo 62.- Impedimentos para ser director 
    (…) 
    7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los    

siguientes casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora 
o el Ministerio Público”. 
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El ejercicio de la facultad punitiva de la Sunass tiene por objeto la 
tutela de los bienes jurídicos de los servicios de saneamiento como 
el correcto y responsable ejercicio de la gestión y administración 
de las empresas prestadoras de servicios de saneamiento públicas 
de accionariado municipal. 
 

3.38 Por lo expuesto anteriormente queda claro que no se cumple la triple 
identidad que exige el referido artículo 75 del TUO de LPAG para que la 
autoridad administrativa se inhiba de resolver el procedimiento porque el 
PAS que tramita la Sunass y el proceso constitucional de cumplimiento 
tienen sujetos, hechos y fundamentos distintos. 
 

3.39 En consecuencia, corresponde rechazar de plano este argumento de 
defensa del Administrado porque su pretensión (que la Sunass se 
inhiba de sancionarlo) es contraria al objeto del proceso de cumplimiento 
(que la Sunass ejerza su función sancionadora sobre él) y transgrede el 
marco normativo vigente. 

 
Sobre la supuesta prescripción de la infracción 

 
3.40 El artículo 25224 del TUO de LPAG ha establecido un cómputo de plazo de 

prescripción distinto en función a cada tipo de infracción. Así, tenemos 
que dicho cómputo empieza a correr de la siguiente forma: 
a) Infracciones instantáneas o infracciones instantáneas de efectos 

permanentes: a partir del día en que la infracción se hubiera cometido 
b) Infracciones continuadas: desde el día que se realizó la última acción 

constitutiva de la infracción. 
c) Infracciones permanentes: desde el día en que la acción cesó. 

 
24 “Artículo 252.- Prescripción  
252.1 La facultad de la autoridad para determinar la existencia de infracciones administrativas, prescribe 
en el plazo que establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del cómputo de los plazos de prescripción 
respecto de las demás obligaciones que se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. En caso 
ello no hubiera sido determinado, dicha facultad de la autoridad prescribirá a los cuatro (4) años.  
252.2 EI cómputo del plazo de prescripción de la facultad para determinar la existencia de infracciones 
comenzará a partir del día en que la infracción se hubiera cometido en el caso de las infracciones 
instantáneas o infracciones instantáneas de efectos permanentes, desde el día que se realizó la última 
acción constitutiva de la infracción en el caso de infracciones continuadas, o desde el día en que la acción 
cesó en el caso de las infracciones permanentes. 
(…)”. 
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3.41 En el caso bajo análisis se constata que el tipo administrativo materia de 

sanción (“No cumplir con los requisitos para el cargo, establecidos en el 
Reglamento de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de 
Saneamiento”) es una infracción permanente porque el Administrado se 
mantiene en la situación antijurídica (ejercer el cargo sin cumplir los 
requisitos legales) que se prolonga durante un tiempo por su propia 
voluntad. En consecuencia, en ese lapso la infracción se continúa 
cometiendo, lo que se extiende hasta que cesa la situación ilícita. 
 

3.42 En efecto, para la doctrina administrativa25 las infracciones permanentes 
son aquellas donde el administrado se mantiene en una situación 
infractora, cuyo mantenimiento le es imputable. 

 
3.43 Por consiguiente, la infracción cometida por el Administrado no ha 

prescrito porque esta sigue consumándose en tanto este continúa 
ejerciendo el cargo de gerente general sin cumplir el requisito legal 
previsto para este puesto (no estar incurso en ningún impedimento legal), 
quedando descartado este extremo de los alegatos del Administrado. 

 
Sobre la presunta vulneración al debido procedimiento por no darle el uso 
de la palabra  

 
3.44 El Administrado asevera que requirió el uso de la palabra ante la DS 

mediante su escrito del 22.4.2022, pero no se le concedió. Sin embargo, 
no se ha encontrado en ese documento tal pedido, por lo que queda 
desvirtuado este argumento del Administrado por ser contrario a la 
verdad. 

 
3.45 Por lo expuesto en los considerandos anteriores, corresponde declarar 

infundado el recurso de apelación del Administrado. 
 
Otras consideraciones 

 
3.46 Respecto del pedido del Administrado para que se suspenda la ejecución 

de la Resolución 066 se puntualiza que ello carece de objeto porque 

 
25 BACA ONETO, Víctor, La Prescripción de las Infracciones y su Clasificación en la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, Revista Derecho y Sociedad, Número 37, pp. 263-274. 
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durante la tramitación del PAS ese acto administrativo no se ejecuta, de 
acuerdo con el párrafo 258.226 del artículo 258 del TUO de LPAG. 
 

3.47 Finalmente, en cuanto a la solicitud del Administrado para que se le dé 
una copia de la grabación del informe oral de fecha 15.7.2022 para 
“elaborar sus alegatos de defensa”, se reitera que tanto él como su 
abogado participaron en la audiencia por lo que conocen plenamente todo 
lo actuado en esa reunión virtual, haciéndose énfasis que el abogado 
expuso de forma oral el contenido de su escrito del 13.7.2022 sin que se 
haya agregado algún hecho nuevo o distinto que el Administrado no 
conociera de antemano. Por ello, es evidente que para presentar sus 
alegatos de defensa no es necesario que el Administrado o su abogado 
cuenten con la copia de la grabación. 

 
3.48 Sobre el particular, el artículo 67 del TUO de LPAG señala los deberes 

generales de los administrados y de quienes participen en el 
procedimiento, siendo uno de ellos el “Abstenerse de formular 
pretensiones o articulaciones ilegales, de declarar hechos contrarios a la 
verdad o no confirmados como si fueran fehacientes, de solicitar 
actuaciones meramente dilatorias, o de cualquier otro modo afectar el 
principio de conducta procedimental”. 

 
3.49 En consecuencia, si bien la LPAG ha establecido una serie de garantías a 

favor de los administrados en la tramitación del procedimiento, no admite 
un ejercicio abusivo de ellas que pueden terminar atentando contra la 
finalidad pública que se busca satisfacer con el procedimiento 
administrativo cuando este no concluye dentro de los plazos legales. Por 
tal razón, el principio de buena fe procedimental recogido en el artículo IV 
del Título Preliminar del TUO de LPAG indica que “Ninguna regulación del 
procedimiento administrativo puede interpretarse de modo tal que ampare 
alguna conducta contra la buena fe procedimental”.  

 
3.50 De acuerdo con lo desarrollado en la presente resolución se verifica que 

el Administrado ha formulado pretensiones ilegales, presentado escritos 
con petitorios incompatibles, inclusive ha articulado pedidos incongruentes 
que contradicen sus propias actuaciones anteriores, comportamientos que 
a todas luces lesionan el principio de buena fe procedimental. 

 
 

26 “258.2 La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa”. 
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3.51 En este contexto y considerando que el Administrado no ha tenido 
ningún tipo de restricción para presentar alegatos complementarios ya que 
para tal fin no es necesario que cuente con la copia de la grabación del 
informe oral del 15.7.2022 (como se sustentó en el fundamento 3.47 de 
la presente resolución), se concluye que este procedimiento está apto para 
la emisión del pronunciamiento respectivo. 

 
3.52 Sin perjuicio de lo anterior, este despacho le alcanzará al Administrado 

una copia de la grabación en cuestión. 
 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 del 
Texto Integrado del Reglamento de Organización y Funciones de la Sunass, 
aprobado por Decreto Supremo Nro. 145-2019-PCM; los artículos 218 y 220 del 
Texto Único Ordenado de la Ley Nro. 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, el Reglamento General de Fiscalización y Sanción y la 
conformidad de la Oficina de Asesoría Jurídica; 

 
SE RESUELVE: 
 
Artículo 1°.- Declarar IMPROCEDENTE el 

pedido de nulidad interpuesto por el señor Roberto Carlos Sandoval Maza contra 
el Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás actuados, así como del acto del 
informe oral efectuado el 15.7.2022, por las consideraciones expuestas en la 
presente resolución. 

 
Artículo 2°.- Declarar INFUNDADO el recurso 

de apelación interpuesto por el señor Roberto Carlos Sandoval Maza y, en 
consecuencia, CONFIRMAR la Resolución de la Dirección de Sanciones Nro. 
066-2022-SUNASS-DS.  

 
Artículo 3°.- Declarar agotada la vía 

administrativa. 
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Artículo 4°.- NOTIFICAR al señor Roberto 
Carlos Sandoval Maza la presente resolución, así como el Informe nro. 038-2022-
SUNASS-OAJ que forma parte integrante27 de esta resolución. 

 
Artículo 5°.- DISPONER la publicación de la 

presente resolución en la página institucional de la Sunass 
(www.sunass.gob.pe). 
 
    Regístrese, notifíquese y publíquese. 
 
 
 

José Manuel ZAVALA MUÑOZ  
Gerente General 
 

 
27 De acuerdo con el párrafo 6.2 del artículo 6 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General que señala lo siguiente: 
“6.2 Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de 
anteriores dictámenes, decisiones o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les 
identifique de modo certero, y que por esta situación constituyan parte integrante del respectivo acto. 
Los informes, dictámenes o similares que sirvan de fundamento a la decisión, deben ser notificados al 
administrado conjuntamente con el acto administrativo.” 



 

 

 

 

Página 1 de 15 

 

INFORME N.° 038-2022-SUNASS-OAJ 
 

A : José Manuel ZAVALA MUÑOZ 
Gerente General  
 

ASUNTO : Recurso de apelación del señor Roberto Carlos Sandoval Maza S.A. 
contra Resolución de la Dirección de Sanciones N.º 066-2022-
SUNASS-DS. 
 

REFERENCIA : 
 

1. Resolución de la Dirección de Sanciones N.º 066-2022-SUNASS-
DS. 

2. Recurso administrativo de fecha 3.6.2022. 
 

FECHA : 18 de julio de 2022 
 

 
I. OBJETIVO 
 
Evaluar el recurso de apelación interpuesto por el señor Roberto Carlos Sandoval Maza (en 
adelante Administrado) contra la Resolución de la Dirección de Sanciones N.º 066-2022-
SUNASS-DS1 (en adelante Resolución 066).  

 
II.     ANTECEDENTES 
 
2.1 Por Resolución Nro. 191-2021-SUNASS-DF2, la Dirección de Fiscalización (DF) de la 

Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento (Sunass) inició al 
Administrado un procedimiento administrativo sancionador (PAS) sustentado en 
la causal de impedimento para ser gerente general de EPS GRAU S.A (Empresa 
Prestadora) establecida en el inciso 73 del artículo 62 del Texto Único Ordenado 

del Reglamento de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de 
Saneamiento4 (TUO del Reglamento de la Ley Marco) por cuanto el Administrado 

sería parte de un proceso judicial laboral en trámite con la Empresa Prestadora. 
 

Esta conducta estaba tipificada como infracción en el numeral 65 del ítem L del 

Anexo 4 del Reglamento General de Supervisión, Fiscalización y Sanción (RGSFS). 

 

2.2 A través de un escrito S/N el Administrado presentó sus descargos al PAS. 
 

2.3 Mediante la Resolución nro. 067-2021-SUNASS-CD, publicada el 3.12.2021, el 
Consejo Directivo de la Sunass realizó modificaciones al RGSFS5, entre ellas, 

cambió el nombre del reglamento (ahora Reglamento General de Fiscalización y 
Sanción-RGFS) y derogó el numeral 65 del ítem L del anexo 4 porque la conducta 
recogida en este numeral está ahora comprendida en el numeral 64 del ítem L del 

                                                             
1  Notificada al Administrado el 27.5.2022. 
2 Notificada el 14.10.2021. 
3 “7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los siguientes casos: 

i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora o el Ministerio Público”.  
4 Aprobado por Decreto Supremo N.° 016-2021-VIVIENDA publicado el 28.8.2021. 
5 Aprobado con la Resolución nro. 003-2007-SUNASS-CD y modificatorias. 
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anexo 4 (no cumplir los requisitos del cargo de gerente general previstos en el 
Reglamento de la Ley Marco). 

 

La derogación en cuestión obedece a la modificación del artículo 69 del TUO del 

Reglamento de la Ley Marco que agregó como un requisito del cargo de gerente 

general no estar incurso en ninguno de los impedimentos previstos en el artículo 

62 del TUO del Reglamento de la Ley Marco: 

 

“69.3. Para ser designado Gerente general, se requiere como mínimo:  

(…)  

4. No estar incurso en ninguno de los impedimentos señalados en el artículo 62 del 

presente Reglamento. (…)”. 

 

2.4 Con la Resolución nro. 0231-2021-SUNASS-DF la DF comunicó al Administrado la 
adecuación de la tipificación de la conducta infractora, precisándole que los hechos 
imputados están ahora encuadrados en la infracción tipificada en el numeral 64 del 
ítem L del anexo 4 del RGFS referida a “No cumplir con los requisitos para el cargo, 
establecidos en el Reglamento de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los 
Servicios de Saneamiento”. 

 

2.5 Por el escrito S/N6 el Administrado presentó información adicional. 
 

2.6 Con Oficio nro. 095-2022-SUNASS-DS7, la Dirección de Sanciones (DS) trasladó al 

Administrado el informe final de instrucción nro. 264-2022-SUNASS-DF-F y el 
Memorándum nro. 263-2022-SUNASS-DF para que exponga lo que considere 
conveniente a sus intereses en un plazo máximo de 5 días hábiles. 

 

2.7 Mediante el Oficio nro. 341-2022-EPS GRAU S.A.-190-10015, el Administrado 
remitió su respuesta al informe final de instrucción nro. 264-2022-SUNASS-DF-F. 

 

2.8 Con la Resolución Nro. 066-2022-SUNASS-DS8 (Resolución 066), la DS declaró 

responsable al Administrado de la comisión de la infracción tipificada en el 
numeral 64 del ítem L del anexo 4 del RGFS porque no cumple el requisito del 
numeral 4 del párrafo 69.3 del artículo 69 del TUO del Reglamento de la Ley Marco 
ya que está incurso en la causal de impedimento establecida en el inciso 7 del 
artículo 629 del mencionado reglamento por ser parte de un proceso judicial en 

trámite en contra de la Empresa Prestadora. 
 

Asimismo, la DS ordenó la remoción del cargo de gerente general de la Empresa 

Prestadora, así como la inscripción de dicha resolución en el registro de personas 

jurídicas de la oficina registral correspondiente. 

                                                             
6 Recibido por la Sunass el 3.2.2022. 
7 Notificado al Administrado el 13.4.2022. 
8 Notificada al Administrado el 27.5.2022. 
9 “Artículo 62.- Impedimentos para ser director 

    (…) 

    7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los    siguientes 
casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora o el Ministerio Público”.  
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2.9 Con escrito S/N10, el Administrado presentó un medio impugnativo contra la 

Resolución 066. Sus principales argumentos son los siguientes:  
 

a) “No es del caso que su Despacho se detenga a revisar si tal coincidencia 
temporal (es decir, ser Gerente de una EPS y al mismo tiempo sujeto 
procesal en contra de la misma EPS) está prohibida por el marco jurídico 
sectorial, sino preguntarse, si tal impedimento resulta compatible con los 
derechos que nos garantiza, sin restricciones y distingo de ninguna especie 
el propio texto constitucional”. 

 

b) A juicio del Administrado, la Resolución 066 sería nula porque habría 
vulnerado el principio de legalidad y el sistema de fuentes previstos en la 
Ley N.° 27444, así como el artículo 51 de la Constitución Política que 
establece el principio de supremacía normativa de la Constitución. 

 

c) El Administrado opina que el ejercicio de la potestad punitiva de la 
Sunass no puede limitarse solo a la verificación de las normas sectoriales, 
sino que debe cerciorarse que la aplicación de estas no lesione derechos 
fundamentales como en su caso: el acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, 
el derecho al trabajo, igualdad ante la ley y a no ser discriminado. 

 

d) El Administrado asevera que la Resolución 066 y el presente PAS 
devienen en nulos porque está en trámite el proceso constitucional de 
cumplimiento (Expediente nro. 01946-2021-0-2001-JR-CI-04 del Cuarto 
Juzgado Civil de Piura), lo que provocaría la imposibilidad de avocarse ante 
causa pendiente ante el órgano jurisdiccional, de acuerdo con la 
Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 

e) En opinión del Administrado, el proceso judicial de cumplimiento versa 
sobre los mismos hechos de este PAS, lo que determinaría la imposibilidad 
formal de la primera instancia de sancionarlo porque ninguna autoridad 
puede avocarse a conocer causa pendiente ante el Poder Judicial. 

 

f) El Administrado sostiene que la infracción por la cual fue sancionado se 
cometió el 20 de enero de 2011 (fecha en la que inicia el proceso judicial11 

contra la Empresa Prestadora por beneficios laborales), por lo que 
considera que este PAS nació nulo porque se habría iniciado 6 años y 8 
meses después de haber prescrito la potestad sancionadora. 

 

Como nueva prueba el Administrado ofreció lo siguiente: 

 

1) Escrito presentado el 5.5.2022 ante el Primer Juzgado Laboral de 
Piura-Expediente nro. 00305-2011-0-2001-JR-LA-01.  

2) Constancia de recepción del Primer Juzgado Laboral de Piura emitida 
el 9.5.2022. 

                                                             
10 Recibido por la Sunass el 3.6.2022.  
11 Lo inicia ante el Primer Juzgado Laboral Transitorio de la Corte Superior de Justicia de Piura.  
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Con estos documentos el Administrado pretende probar la desaparición 

del impedimento para ejercer el cargo de gerente general, por lo que 

entiende debe archivarse el presente PAS. 

Finalmente, el Administrado solicitó la suspensión de la ejecución de la 

Resolución 066 hasta que se agote la vía administrativa y presentó 

documentación para justificar su pedido. Además, requirió hacer uso de la palabra. 

2.10 A través del Memorándum nro. 111-2022-SUNASS-DS del 6.6.2022 la DS calificó el 
escrito presentado por el Administrado como uno de apelación y lo elevó a la 
segunda instancia. 

 

2.11 Con el Oficio nro. 150-2022-SUNASS-DS12 la DS comunicó al Administrado que 

su recurso administrativo del 3.6.2022 fue calificado como uno de apelación y fue 
elevado a la Gerencia General como segunda instancia. 

 

2.12 Mediante Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG13 la Gerencia General comunicó al 

Administrado fecha y hora para la realización del informe oral. 
 

2.13 Por documento S/N14 el Administrado solicitó la nulidad del Oficio nro. 340-2022-

SUNASS-GG y demás actuados bajo el argumento que él interpuso un recurso de 
reconsideración y no uno de apelación, por lo que opinaba que la segunda instancia 
debía abstenerse de conocer el recurso y devolverlo a la primera instancia para que 
se pronuncie sobre el particular. 

 

Asimismo, requirió la suspensión del informe oral. No obstante, en el primer otrosí 

de su escrito acredita a su abogado para que haga uso de la palabra e informe 

oralmente sobre sus alegatos de defensa. 

 

Adicionalmente, el Administrado señaló que requirió el uso de la palabra ante la 

DS mediante su escrito del 22.4.2022, pero no se le concedió.  

 

2.14 Con fecha 15 de julio se llevó a cabo la reunión virtual en la que participó el 
Administrado y su abogado quien hizo uso de la palabra e informó oralmente 
respecto del escrito con el cual solicitó la nulidad del Oficio        nro. 340-2022-
SUNASS-GG y demás actuados. Asimismo, el letrado requirió la nulidad del informe 
oral que él mismo estaba realizando. 

 

En la misma fecha, el Administrado presentó un escrito solicitando que se le 

entregue una copia de la grabación del informe oral a fin de elaborar sus alegatos 

de defensa. 

 

 

                                                             
12 Notificado al Administrado el 4.7.2022. 
13 Notificado al Administrado el 11.7.2022. 
14 Presentado a la Sunass el 13.7.2022. 
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III. CUESTIONES POR DETERMINAR  
 
De acuerdo con los antecedentes expuestos, corresponde determinar: 

 
3.1 Si la calificación del recurso administrativo como uno de apelación se ajusta a lo 

dispuesto en el marco normativo vigente. 
3.2 En caso de ser afirmativa la respuesta, si el recurso de apelación es fundado o 

no 
 

IV. ANÁLISIS  
 
Calificación del recurso administrativo 

4.1 El artículo 11 del Texto Único Ordenado de la Ley Nro. 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General (TUO de LPAG) señala que: 

 

“Artículo 11.- Instancia competente para declarar la nulidad 

11.1 Los administrados plantean la nulidad de los actos administrativos que les 

conciernan por medio de los recursos administrativos previstos en el Título III 

Capítulo II de la presente Ley.  

11.2 La nulidad de oficio será conocida y declarada por la autoridad superior de 

quien dictó el acto. Si se tratara de un acto dictado por una autoridad que no 

está sometida a subordinación jerárquica, la nulidad se declarará por resolución 

de la misma autoridad.  

La nulidad planteada por medio de un recurso de reconsideración o de apelación 

será conocida y declarada por la autoridad competente para resolverlo. 

(…)”. 

(Subrayado agregado). 

4.2 De otro lado, en los artículos 219 y 220 del TUO de LPAG se establecen las 
características de un recurso de reconsideración y otro de apelación como se citan 
a continuación: 

 

Artículo 219.- Recurso de reconsideración  

El recurso de reconsideración se interpondrá ante el mismo órgano que dictó el 

primer acto que es materia de la impugnación y deberá sustentarse en nueva 

prueba. En los casos de actos administrativos emitidos por órganos que 

constituyen única instancia no se requiere nueva prueba. Este recurso es 

opcional y su no interposición no impide el ejercicio del recurso de apelación 

Artículo 220.- Recurso de apelación 

El recurso de apelación se interpondrá cuando la impugnación se sustente en 

diferente interpretación de las pruebas producidas o cuando se trate de 

cuestiones de puro derecho, debiendo dirigirse a la misma autoridad que 

expidió el acto que se impugna para que eleve lo actuado al superior jerárquico. 
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(Subrayado agregado) 

4.3 De los mencionados dispositivos se aprecia que la LPAG establece de forma clara e 
inequívoca que la nulidad de un acto administrativo solo puede ser conocida y 
declarada por el superior jerárquico cuando existen dos instancias en la 
tramitación del procedimiento, por lo que el recurso administrativo pertinente para 
plantear esta pretensión es el recurso de apelación. 

 

4.4 Según el artículo 39 del RGFS, el presente PAS tiene dos instancias: la primera es 
la DS y la segunda, la Gerencia General. 

 

4.5 Ahora, del examen del medio impugnativo se verifica que si bien el Administrado 
lo denomina “recurso de reconsideración” y en el petitorio y conclusión del escrito 
solicita la revocación de la Resolución 066, lo cierto es que en su fundamentación 
indica expresamente que pretende la nulidad de este acto administrativo y sus 
alegatos son cuestiones de puro derecho. 

 

4.6 Con relación a los dos documentos que el Administrado ofrece como nuevas 
pruebas para sustentar que su impugnación tiene el carácter de un recurso de 
reconsideración, se advierte que aquellos se refieren a la constancia de haber 
ingresado al Poder Judicial un escrito mediante el cual comunica su desistimiento 
del proceso que tiene contra la Empresa Prestadora y solicita su archivo. 

 

4.7 Sin embargo, estos documentos no califican como nueva prueba porque no 
demuestran un hecho nuevo que justifique que la primera instancia reevalúe su 
decisión ya que la sola presentación de estos no modifica el estado del proceso 
judicial, el cual a la fecha continúa en trámite, situación que ya era de conocimiento 
de la primera instancia y que fue valorado por ella al momento de emitir su 
pronunciamiento. 

 

4.8 En efecto, de la revisión de la página “Consulta de Expedientes Judiciales” del Poder 
Judicial se advierte que el Juzgado de Trabajo Supraprovincial Transitorio ha 
desaprobado el desistimiento del Administrado ordenando la continuación del 
proceso según su estado de ejecución, conforme se aprecia a continuación: 

 

 
 

4.9 Por lo tanto, el recurso administrativo planteado por el Administrado reúne 
notoriamente las características de un recurso de apelación porque su pretensión 
de nulidad únicamente puede ser declarada por el superior jerárquico que es la 
Gerencia General (segunda instancia del PAS) y este recurso trata de cuestiones de 
puro derecho. 
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4.10 Al respecto, el artículo 22315 del TUO de LPAG señala que el error en la 

calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su 
tramitación siempre que del escrito se deduzca su verdadero carácter. 

 

4.11 Asimismo, el artículo 86 del TUO de LPAG establece los deberes de las autoridades 
administrativas, uno de ellos es “Encauzar de oficio el procedimiento, cuando 
advierta cualquier error u omisión de los administrados”. 

 

4.12 Por consiguiente, la definición de un recurso administrativo no lo determina la 
denominación que le dé el administrado, sino su naturaleza jurídica, por tal razón 
la LPAG impone a las autoridades administrativas la obligación de encauzar de oficio 
el procedimiento y subsanar la calificación errónea del administrado siempre que 
del medio impugnativo se deduzca su verdadero carácter. 

 

4.13 En consecuencia, al haber el Administrado definido equivocadamente su recurso 
administrativo, se concluye que la DS actuó correctamente al calificarlo como un 
recurso de apelación y elevarlo a la Gerencia General porque esta es la instancia 
competente para conocerlo y resolverlo de acuerdo con el TUO de LPAG, sin que 
se verifique vulneración del derecho de defensa del Administrado. 

 

4.14 Por lo tanto, se desvirtúan los argumentos del Administrado que cuestionan la 
calificación de su medio impugnativo, así como la competencia de la Gerencia 
General para resolverlo. 

 

4.15  Con relación al pedido de nulidad del Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás 
actuados, así como del acto de informe oral realizado el 15.7.2022, se precisa que 
el párrafo 217.2 del artículo 217 del TUO de LPAG indica que “Sólo son impugnables 
los actos definitivos que ponen fin a la instancia y los actos de trámite que 
determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan 
indefensión”. 

 

4.16 Como se nota el Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG no es un acto definitivo que pone 
fin a la instancia, sino que es un acto de trámite pero que no determina la 
imposibilidad de continuar el procedimiento ni mucho menos produce indefensión; 
por el contrario, justamente en resguardo del derecho de defensa del 
Administrado se le concedió el uso de la palabra. 

 

4.17 Del mismo modo, el acto de informe oral realizado el 15.7.2022 no reúne ninguna 
de las condiciones previstas en el citado párrafo 217.2 del TUO de LPAG; por el 
contrario, su materialización pone de manifiesto el irrestricto respeto al derecho de 
defensa del Administrado. 

 

4.18 Adicionalmente, tratándose de un acto solicitado por el propio Administrado la 
vía idónea para que no se concrete la audiencia oral era la presentación del 
desistimiento respectivo; sin embargo, este no lo hizo, por lo que resulta 
incongruente que el Administrado y su abogado pidan la nulidad de una actuación 

                                                             
15 “Artículo 223.- Error en la calificación  
El error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación siempre que del 
escrito se deduzca su verdadero carácter”. 
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que ellos mismos solicitaron y participaron con el uso de la palabra por parte del 
abogado. 

 

4.19 En ese orden de ideas, se ha convalidado la validez de la audiencia oral en el 
supuesto negado que se hubiera incurrido en algún vicio de validez. Además, es 
evidente que el Administrado y su abogado están realizando actuaciones que 
contradicen sus propios actos anteriores16, lo cual contraviene el principio de buena 

fe procedimental previsto en el numeral 1.8 del artículo IV del Título Preliminar del 
TUO de LPAG. 

 

4.20 Por consiguiente, corresponde rechazar de plano el pedido de nulidad del Oficio 
nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás actuados, así como del acto del informe oral 
efectuado el 15.7.2022. 
 
Análisis de fondo 

4.21 El Administrado sustenta su pedido de nulidad de la Resolución 066 en los 
siguientes puntos: 

 

i) La primera instancia habría vulnerado derechos constitucionales como el 
acceso a la tutela judicial efectiva, derecho al trabajo, igualdad ante la 
ley y a no ser discriminado. 

ii) La primera instancia se habría avocado al conocimiento de una causa 
pendiente ante el Poder Judicial. 

iii) La potestad de la Sunass para sancionarlo habría prescrito. 
 

4.22 Asimismo, en el escrito de fecha 13.7.2022 el Administrado menciona que requirió 
el uso de la palabra ante la primera instancia, pero no fue aceptado, por lo que 
considera que la DS habría vulnerado su derecho a la defensa y debido 
procedimiento. 

 

4.23 Por lo tanto, corresponde a la Gerencia General emitir su pronunciamiento respecto 
de estas cuestiones materia de impugnación. 
 
Sobre la supuesta vulneración de derechos constitucionales 

4.24 La DS sancionó al Administrado con la orden de remoción porque este incumple 
uno de los requisitos exigidos para ser gerente general de la Empresa Prestadora 
según lo establecido en el inciso 4 del numeral 69.3 del artículo 6317 del TUO del 

Reglamento de la Ley Marco, por encontrarse incurso en una de las causales de 

                                                             
16 El Administrado incurre en notorias contradicciones en su escrito del 13 de julio porque primero solicitó la suspensión 

de la audiencia, pero en el primer otrosí acreditó a su abogado para participar de aquella.  

Ahora, el día programado para llevar a cabo la audiencia en cuestión se presentaron tanto el Administrado como su 

abogado y este último hizo uso de la palabra e informó oralmente el contenido de su escrito del 13 de julio y en ese 

mismo acto solicitó la nulidad del informe oral que él mismo estaba realizando. 
17 “Artículo 69: Gerente general 
      (…) 
     69.3. Para ser designado Gerente general, se requiere como mínimo:  
     (…)  
     4. No estar incurso en ninguno de los impedimentos señalados en el artículo 62 del presente Reglamento. 
     (…)”. 
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impedimento establecidas en el inciso 7 del artículo 6218 de dicha norma referida a 

ser parte de un proceso judicial en trámite en contra de la Empresa Prestadora. 
 

4.25 Por su parte, el Administrado en su recurso de apelación no refuta los hechos por 
los que fue sancionado. Lo que este pretende es que la Sunass efectúe un control 
difuso de constitucionalidad e inaplique el marco normativo que la obliga a ejercer 
su potestad sancionadora bajo la justificación de que la sanción de remoción 
colisionaría con derechos constitucionales como el acceso a la tutela judicial 
efectiva, derecho al trabajo, igualdad ante la ley y a no ser discriminado. 

 

4.26 Este pedido de abstención del ejercicio de la potestad sancionadora de la Sunass 
vulnera el artículo 7419 del TUO de LPAG que establece el carácter inalienable de la 

competencia administrativa, por lo que prescribe la nulidad de todo acto 
administrativo que contemple la renuncia a la titularidad o la abstención del ejercicio 
de atribuciones conferidas a algún órgano administrativo. Además, señala que solo 
por ley o mediante mandato judicial expreso, en un caso concreto, puede ser 
exigible a una autoridad no ejercer alguna atribución administrativa de su 
competencia.  

 

4.27 En concordancia con lo anterior, el artículo 7620 del TUO de LPAG señala que el 

ejercicio de la competencia es una obligación directa del órgano administrativo que 
la tenga atribuida como propia. 

 

4.28 En el presente caso, el artículo 79 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 
N.° 1280 que aprueba la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de 
Saneamiento (TUO de la Ley Marco) ha otorgado a la Sunass potestad 
sancionadora respecto de los gerentes generales de dichas empresas prestadoras 
y la ha facultado a tipificar las infracciones y a imponer a dichas personas como 
sanción la orden de remoción con el fin de tutelar los bienes jurídicos del sector 
saneamiento. 

 

4.29 Por tanto, dado que en presente caso no hay una ley ni un mandato judicial expreso 
que le ordene a la DS no ejercer su competencia sancionadora, esta tenía la 

                                                             
18 “Artículo 62.- Impedimentos para ser director 

    (…) 
    7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los    siguientes 

casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora o el Ministerio Público”.  
19 “Artículo 74.- Carácter inalienable de la competencia administrativa 

74.1 Es nulo todo acto administrativo o contrato que contemple la renuncia a la titularidad, o la abstención del ejercicio 

de las atribuciones conferidas a algún órgano administrativo.  

74.2 Solo por ley o mediante mandato judicial expreso, en un caso concreto, puede ser exigible a una autoridad no 

ejercer alguna atribución administrativa de su competencia. 

 74.3 La demora o negligencia en el ejercicio de la competencia o su no ejercicio cuando ello corresponda, constituye 

falta disciplinaria imputable a la autoridad respectiva.  

74.4 Las entidades o sus funcionarios no pueden dejar de cumplir con la tramitación de procedimientos 

administrativos, conforme a lo normado en la presente Ley. Todo acto en contra es nulo de pleno derecho”. 
20 “Artículo 76.- Ejercicio de la competencia  

76.1 El ejercicio de la competencia es una obligación directa del órgano administrativo que la tenga atribuida como 

propia, salvo el cambio de competencia por motivos de delegación o evocación, según lo previsto en esta Ley. 

(…)”. 
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obligación de sancionar al Administrado con la orden de remoción al constatar la 
comisión de la infracción administrativa tipificada en el numeral 64 del ítem L del 
anexo 4 del RGFS (no cumplir los requisitos para el cargo de gerente general), en 
estricto cumplimiento de los artículos 74 y 76 del TUO de LPAG. 

 

4.30 Con relación al pedido de control difuso de constitucionalidad se precisa que la 
Administración Pública no tiene atribuida expresamente dicha facultad porque esta 
se encuentra reservada a los órganos revestidos de potestad jurisdiccional para 
revisar la constitucionalidad de las normas, de acuerdo con el artículo 138 de la 
Constitución Política del Perú.  

 

4.31 Sobre el particular, el Tribunal Constitucional21 ha señalado que la potestad de 

ejercer control difuso “solo se encuentra reservada para aquellos órganos 
constitucionales que, como el Poder Judicial, el Jurado Nacional de Elecciones o el 
propio Tribunal Constitucional, ejercen funciones jurisdiccionales en las materias 
que les corresponden y no para los órganos de naturaleza o competencias 
eminentemente administrativa”. 

 

4.32 En ese orden de ideas y en aplicación del principio de legalidad previsto en el TUO 
de LPAG que ordena a las entidades públicas a actuar dentro del ámbito dentro de 
las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les 
fueron conferidas, queda claro que no compete a la Sunass efectuar el control de 
constitucionalidad que el Administrado propone. 

 

4.33 Por lo expuesto, se descarta este alegato del Administrado no solo porque carece 
de amparo legal sino porque además vulnera el sistema jurídico vigente. 

 

Respecto del supuesto avocamiento al conocimiento de una causa pendiente ante 

el Poder Judicial 

4.34 El Administrado sostiene que la primera instancia al emitir la Resolución 066 se 
habría avocado al conocimiento de una causa pendiente ante el Poder Judicial 
porque está en trámite una demanda constitucional de cumplimiento ante el Cuarto 
Juzgado Civil de Piura que trataría sobre el mismo objeto del presente PAS que es 
la remoción por estar incurso en el impedimento legal previsto en el numeral 7 del 
artículo 62 del TUO del Reglamento de la Ley Marco. 

 

4.35 Sobre los conflictos con la función jurisdiccional, el párrafo 75.2 del artículo 7522 del 

TUO de LPAG indica que la autoridad competente para la resolución del 
procedimiento podrá determinar su inhibición hasta que el órgano jurisdiccional 
resuelva el litigio solo cuando estime que existe identidad de sujetos, hechos y 
fundamentos. 

 

                                                             
21 Sentencia emitida en el exp. Nro. 04293-2012-PA/TC. 
22 Artículo 75.- Conflicto con la función jurisdiccional 
(…) 
75.2 Recibida la comunicación, y sólo si estima que existe estricta identidad de sujetos, hechos y fundamentos, la 
autoridad competente para la resolución del procedimiento podrá determinar su inhibición hasta que el órgano 
jurisdiccional resuelva el litigio. 
(…)”. 
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4.36 El proceso judicial que alude el Administrado es el que se tramita ante el Cuarto 
Juzgado Civil de Piura (Exp. 01946-2021-0-2001-JR-CI-04).  

 

1. Las partes en este proceso constitucional de cumplimiento son: 
 

a) Demandante: Oscar Germán Quezada Merodio. 
b) Demandados: funcionarios públicos de la Sunass (Irina Palomino Tavara 

e Iván Lucich). 
c) Litisconsorte necesario: Administrado. 

 

2. Los hechos: El demandante inicia el proceso de cumplimiento para que los 
demandados cumplan con ejecutar lo normado en el literal d) del artículo 3 de 
la Ley N.° 27332 (función fiscalizadora y sancionadora), artículo 79 de la Ley 
Marco (designación y remoción de gerente), inciso 7) del artículo 62 del 
Decreto Supremo N.° 016-2021 (prohibiciones para ser directores), inciso 5) 
del artículo 161 de la Ley N.° 76887, y consecuentemente se destituya al 
Administrado del cargo de gerente general de la Empresa Prestadora por 
estar inmerso en el presunto delito de aceptación indebida del cargo. 

  

3. Fundamentos: El proceso de cumplimiento tiene por objeto que un juez 
ordene a las autoridades administrativas o funcionario público que cumpla los 
mandatos que emanan de una norma de rango legal o reglamentario, así como 
de los actos administrativos. 

 

4.37 El presente PAS se inicia de oficio y es de naturaleza administrativa.  
 

1. Las partes son: la Sunass y el Administrado. 
2. Los hechos: el Administrado incumple uno de los requisitos exigidos para 

ser gerente general de la Empresa Prestadora según lo establecido en el 
inciso 4 del numeral 69.3 del artículo 6323 del TUO del Reglamento de la Ley 

Marco, por encontrarse incurso en una de las causales de impedimento 
establecidas en el inciso 7 del artículo 6224 de dicha norma referida a ser parte 

de un proceso judicial en trámite en contra de la Empresa Prestadora. 
3. Fundamentos: la conducta descrita está tipificada como infracción 

administrativa en el numeral 64 del ítem L del anexo 4 del RGFS (no cumplir 
los requisitos para el cargo de gerente general previstos en el Reglamento de 
la Ley Marco) y lleva aparejada como sanción la orden de remoción. 

 

De acuerdo con el artículo 79 del TUO de la Ley Marco, la Sunass tiene 

atribuida la potestad sancionadora sobre los gerentes generales de las 

                                                             
23 “Artículo 69: Gerente general 
      (…) 
     69.3. Para ser designado Gerente general, se requiere como mínimo:  
     (…)  
     4. No estar incurso en ninguno de los impedimentos señalados en el artículo 62 del presente Reglamento. 
     (…)”. 
24 “Artículo 62.- Impedimentos para ser director 

    (…) 

    7. Las personas que sean parte en procesos judiciales y/o procedimientos arbitrales, en trámite, en los    siguientes 
casos: i) iniciados contra la empresa prestadora; o, ii) iniciados por la empresa prestadora o el Ministerio Público”.  
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empresas prestadoras públicas de accionariado municipal que cometan 

infracciones administrativas, por lo que este organismo regulador está obligado 

a ejercerla mediante el inicio, instrucción y resolución de la tramitación del 

PAS.  

 

El ejercicio de la facultad punitiva de la Sunass tiene por objeto la tutela de los 

bienes jurídicos de los servicios de saneamiento como el correcto y responsable 

ejercicio de la gestión y administración de las empresas prestadoras de 

servicios de saneamiento públicas de accionariado municipal. 

 

4.38 Por lo expuesto anteriormente queda claro que no se cumple la triple identidad que 
exige el referido artículo 75 del TUO de LPAG para que la autoridad administrativa 
se inhiba de resolver el procedimiento porque el PAS que tramita la Sunass y el 
proceso constitucional de cumplimiento tienen sujetos, hechos y fundamentos 
distintos. 

 

4.39 En consecuencia, corresponde rechazar de plano este argumento de defensa del 
Administrado porque su pretensión (que la Sunass se inhiba de sancionarlo) es 
contraria al objeto del proceso de cumplimiento (que la Sunass ejerza su función 
sancionadora sobre él) y transgrede el marco normativo vigente. 

 

Sobre la supuesta prescripción de la infracción 

4.40 El artículo 25225 del TUO de LPAG ha establecido un cómputo de plazo de 

prescripción distinto en función a cada tipo de infracción. Así, tenemos que dicho 
cómputo empieza a correr de la siguiente forma: 

 

a)  Infracciones instantáneas o infracciones instantáneas de efectos 
permanentes: a partir del día en que la infracción se hubiera cometido 

b) Infracciones continuadas: desde el día que se realizó la última acción 
constitutiva de la infracción. 

c) Infracciones permanentes: desde el día en que la acción cesó. 
 

4.41 En el caso bajo análisis se constata que el tipo administrativo materia de sanción 
(“No cumplir con los requisitos para el cargo, establecidos en el Reglamento de la 
Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento”) es una 
infracción permanente porque el Administrado se mantiene en la situación 

                                                             
25 “Artículo 252.- Prescripción  

252.1 La facultad de la autoridad para determinar la existencia de infracciones administrativas, prescribe en el plazo 

que establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del cómputo de los plazos de prescripción respecto de las demás 

obligaciones que se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. En caso ello no hubiera sido determinado, 

dicha facultad de la autoridad prescribirá a los cuatro (4) años.  

252.2 EI cómputo del plazo de prescripción de la facultad para determinar la existencia de infracciones comenzará a 

partir del día en que la infracción se hubiera cometido en el caso de las infracciones instantáneas o infracciones 

instantáneas de efectos permanentes, desde el día que se realizó la última acción constitutiva de la infracción en el  

caso de infracciones continuadas, o desde el día en que la acción cesó en el caso de las infracciones permanentes.  

(…)”. 
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antijurídica (ejercer el cargo sin cumplir los requisitos legales) que se prolonga 
durante un tiempo por su propia voluntad. En consecuencia, en ese lapso la 
infracción se continúa cometiendo, lo que se extiende hasta que cesa la situación 
ilícita. 

 

4.42 En efecto, para la doctrina administrativa26 las infracciones permanentes son 

aquellas donde el administrado se mantiene en una situación infractora, cuyo 
mantenimiento le es imputable. 

 

4.43 Por consiguiente, la infracción cometida por el Administrado no ha prescrito 
porque esta sigue consumándose en tanto este continúa ejerciendo el cargo de 
gerente general sin cumplir el requisito legal previsto para este puesto (no estar 
incurso en ningún impedimento legal), quedando descartado este extremo de los 
alegatos del Administrado. 

 

Sobre la presunta vulneración al debido procedimiento por no darle el uso de la 

palabra  

 

4.44 El Administrado asevera que requirió el uso de la palabra ante la DS mediante su 
escrito del 22.4.2022, pero no se le concedió. Sin embargo, no se ha encontrado 
en ese documento tal pedido, por lo que queda desvirtuado este argumento del 
Administrado por ser contrario a la verdad. 

 

Otras consideraciones 

4.45 Respecto del pedido del Administrado para que se suspenda la ejecución de la 
Resolución 066 se puntualiza que ello carece de objeto porque durante la 
tramitación del PAS ese acto administrativo no se ejecuta, de acuerdo con el párrafo 
258.227 del artículo 258 del TUO de LPAG. 

 

4.46 Finalmente, en cuanto a la solicitud del Administrado para que se le dé una copia 
de la grabación del informe oral de fecha 15.7.2022 para “elaborar sus alegatos de 
defensa”, se reitera que tanto él como su abogado participaron en la audiencia por 
lo que conocen plenamente todo lo actuado en esa reunión virtual, haciéndose 
énfasis que el abogado expuso de forma oral el contenido de su escrito del 
13.7.2022 sin que se haya agregado algún hecho nuevo o distinto que el 
Administrado no conociera de antemano. Por ello, es evidente que para presentar 
sus alegatos de defensa no es necesario que el Administrado o su abogado 
cuenten con la copia de la grabación. 

 

4.47 Sobre el particular, el artículo 67 del TUO de LPAG señala los deberes generales de 
los administrados y de quienes participen en el procedimiento, siendo uno de ellos 
el “Abstenerse de formular pretensiones o articulaciones ilegales, de declarar 
hechos contrarios a la verdad o no confirmados como si fueran fehacientes, de 
solicitar actuaciones meramente dilatorias, o de cualquier otro modo afectar el 
principio de conducta procedimental”. 

                                                             
26 BACA ONETO, Víctor, La Prescripción de las Infracciones y su Clasificación en la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, Revista Derecho y Sociedad, Número 37, pp. 263-274. 
27 “258.2 La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa”. 
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4.48 En consecuencia, si bien la LPAG ha establecido una serie de garantías a favor de 
los administrados en la tramitación del procedimiento, no admite un ejercicio 
abusivo de ellas que pueden terminar atentando contra la finalidad pública que se 
busca satisfacer con el procedimiento administrativo cuando este no concluye 
dentro de los plazos legales. Por tal razón, el principio de buena fe procedimental 
recogido en el artículo IV del Título Preliminar del TUO de LPAG indica que “Ninguna 
regulación del procedimiento administrativo puede interpretarse de modo tal que 
ampare alguna conducta contra la buena fe procedimental”.  

 

4.49 De acuerdo con lo desarrollado en la presente resolución se verifica que el 
Administrado ha formulado pretensiones ilegales, presentado escritos con 
petitorios incompatibles, inclusive ha articulado pedidos incongruentes que 
contradicen sus propias actuaciones anteriores, comportamientos que a todas luces 
lesionan el principio de buena fe procedimental. 

 

4.50 En este contexto y considerando que el Administrado no ha tenido ningún tipo de 
restricción para presentar alegatos complementarios ya que para tal fin no es 
necesario que cuente con la copia de la grabación del informe oral del 15.7.2022 
(como se sustentó anteriormente), se colige que el procedimiento está apto para la 
emisión del pronunciamiento respectivo. 

 

 
V. CONCLUSIONES 

 
5.1 La Dirección de Sanciones actuó correctamente al calificar el medio impugnativo 

del 3.6.2022 como un recurso de apelación y elevarlo a la Gerencia General porque 
esta es la instancia competente para conocerlo y resolverlo de acuerdo con el TUO 
de LPAG, sin que se verifique vulneración del derecho de defensa del 
Administrado. 
 

5.2 El pedido de nulidad del Oficio nro. 340-2022-SUNASS-GG y demás actuados, así 
como del acto del informe oral efectuado el 15.7.2022 no es procedente, según el 
TUO de LPAG. 

 

5.3 Los argumentos del Administrado no acreditan que la Resolución de la Dirección 
de Sanciones N.º 066-2022-SUNASS-DS haya incurrido en algún vicio de nulidad. 

 

5.4 El procedimiento administrativo sancionador está apto para que la Gerencia General 
emita el pronunciamiento respectivo. 

 

VI. RECOMENDACIONES 
 
6.1 Declarar improcedente el pedido de nulidad contra el Oficio nro. 340-2022-SUNASS-

GG y demás actuados, así como del acto del informe oral efectuado el 15.7.2022. 
 

6.2 Declarar infundado el recurso de apelación contra la Resolución de la Dirección de 
Sanciones N.º 066-2022-SUNASS-DS. 
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6.3 Alcanzar al Administrado una copia de la grabación del informe oral del 15.7.2022. 
 

 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
     Lily Mercedes YAMAMOTO SUDA      
    Jefa de la Oficina de Asesoría Jurídica    
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